Cuestionario sobre Covid19 y Derecho a la Alimentación
Aportes del Ministerio de Relaciones Exteriores de la República Oriental del Uruguay. 
 
¿Qué medidas a más largo plazo, si las hay, se han considerado, a nivel nacional y local, para hacer frente a los impactos perjudiciales de la pandemia continuada, así como para transformar sus sistemas alimentarios? ¿De qué manera debería reformarse el sistema alimentario de su país para garantizar un mejor acceso a una alimentación adecuada para todos?
 
En primer lugar, se destaca la importancia de los sistemas alimentarios para Uruguay dadas las características de su sistema productivo nacional y su rol para el desarrollo del país. Uruguay posee un carácter distintivo como productor responsable de alimentos, en armonía con el ambiente y el bienestar animal.
 
A nivel internacional, se resalta la contribución del comercio para alcanzar sistemas alimentarios sostenibles, en el marco de la meta reconocida en el Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) 2 relativa a la eliminación de las barreras comerciales a las importaciones de productos agrícolas y la reducción de subsidios que distorsionan el comercio. Deben tenerse en cuenta los desafíos y oportunidades que presentan las tendencias mundiales vinculadas a la demanda de productos agrícolas y su impacto sobre el ambiente y la salud. En ese sentido, se destaca el enfoque de las políticas nacionales para alcanzar un sector agropecuario bajo en carbono que busca reducir las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI).
 
En consonancia con la importancia que Uruguay le asigna a los sistemas alimentarios, se destaca su participación en la Cumbre de Naciones Unidas sobre Sistemas Alimentarios que tuvo lugar el pasado año en Nueva York y su proceso preparatorio que tuvo como principales hitos la realización de un Diálogo Nacional para la Transformación de los Sistemas Alimentarios, la participación en la Pre Cumbre Ministerial en Roma y la presentación de una Hoja de Ruta Nacional en línea con los ODS.
 
Especialmente se destaca el Diálogo Nacional, realizado entre los días 22 y 24 de junio de 2021, que convocó a más de 1000 personas del ámbito público, privado, académico, sociedad civil para debatir sobre los desafíos nacionales para la transformación de los sistemas alimentarios. Fruto de los debates y de los intercambios de ideas que tuvieron lugar en ese marco, el Ministerio de Relaciones Exteriores coordinó junto a los Ministerios sectoriales de Ganadería, Ambiente y Salud Pública una hoja de ruta nacional que abordó todos los avances registrados por Uruguay en la temática así como los desafíos que restan por afrontar, estableciendo los compromisos que Uruguay asume en el marco de la implementación nacional de la Agenda 2030 sobre Desarrollo Sostenible.
 
En ese sentido, la Hoja de Ruta Nacional reafirma el compromiso del país con todos los ODS y subraya, en particular, aquellos con una vinculación directa a los sistemas alimentarios, a saber los ODS 1 (Fin de la pobreza), ODS 2 (Hambre Cero), ODS 3 (Salud y Bienestar), ODS 5 (Equidad de Género), ODS 8 (Trabajo Decente y Crecimiento Económico), ODS 12 (Producción y Consumo Responsables), ODS 10 (Reducción de desigualdades), ODS 13 (Acción por el Clima), ODS 15 (Vida de Ecosistemas Terrestres) y ODS 17 (Alianzas). 
 
Respecto al acceso a una alimentación adecuada, Uruguay cuenta con considerables avances en materia normativa e institucional, además de contar con una historia en materia de producción de alimentos nutritivos, saludables e inocuos. De esta forma, se destacan algunas acciones como la Ley sobre alimentación saludable en los centros de enseñanza (Ley 19.140); el Programa de Alimentación Escolar; el Consejo Nacional Honorario Coordinador de Políticas destinadas a combatir el sobrepeso y la obesidad; el Comité Nacional para abordar la disminución de Pérdidas y desperdicios de Alimentos, el Plan Nacional de Género para las Políticas Agropecuarias, entre otras.
 
Teniendo presente los desafíos abordados durante el Diálogo Nacional, se señalan a continuación los principales compromisos asumidos por Uruguay en su Hoja de Ruta Nacional:
 
· Continuar con el monitoreo y la implementación de la ley sobre alimentación saludable en centros de enseñanza, profundizando las actividades de educación y la implementación de la nueva ordenanza que determina los grupos de alimentos recomendados para la venta en centros educativos, incorporando la política de rotulado frontal e incluir menús con mayor proporción de verduras y hortalizas de estación en la alimentación que reciben estudiantes de educación pública;
· Trabajar en la aprobación total del Código Internacional de Comercialización de los Sucedáneos de la leche materna;
· Implementar la vigilancia sistemática de la tendencia de los problemas nutricionales y las Enfermedades No Transmisibles (ENT), con el fin de disponer de información oportuna para la toma de decisiones;
· Avanzar en la implementación de políticas que protejan particularmente a los niños frente a la influencia de la publicidad de alimentos con exceso de grasas, azúcares y sodio; entre otras.
 
¿Qué apoyo y recursos multilaterales son necesarios para transformar los sistemas alimentarios de su país? ¿Qué medidas podrían adoptase, a nivel regional o mundial, para reforzar y coordinar la política multilateral con el fin de hacer frente al impacto del COVID-19 en la seguridad alimentaria?
 
A nivel regional, Uruguay ha coordinado una postura común con Argentina, Brasil, Chile y Paraguay, a través de la Declaración “Principios y valores de la región para la producción de alimentos en el marco del desarrollo sostenible” de los Ministros de Agricultura del Consejo Agropecuario del Sur (CAS).
 
En ese sentido, la región debe cumplir su rol central frente a los desafíos que presenta el contexto internacional, en especial aquellos que prevalecen por los impactos del COVID-19, dado que es una de las principales proveedoras mundiales de alimentos sanos, nutritivos y de calidad, de conformidad con la Agenda 2030 y en particular, con los ODS1 “Fin de la pobreza” y ODS2 “Hambre cero”.
 
Asimismo, la región ha reconocido que los sistemas de producción de alimentos son particularmente vulnerables a los efectos adversos del cambio climático y que los desafíos que impone hacen imprescindible centrar los esfuerzos en la adaptación, a fin de garantizar la resiliencia del sistema y mantener la producción necesaria para la seguridad alimentaria.
 
De igual forma, se destaca que las mujeres rurales cumplen un rol central en la seguridad alimentaria, especialmente en la producción familiar, por lo que se debe acordar mecanismos efectivos que permitan cerrar las brechas de género, ya que representan un factor clave para la reducción de la pobreza y el logro de sistemas alimentarios sostenibles, económica, social y ambientalmente.
 
A nivel mundial, Uruguay considera fundamental mantener un mercado internacional fluido, sin distorsiones, tanto en exportaciones como en importaciones, permitiendo así a los países eficientes en producción de alimentos jugar el rol que naturalmente les corresponde en el abastecimiento y seguridad alimentaria globales.
 
En ese sentido, Uruguay entiende que el uso de mecanismos proteccionistas, tales como salvaguardias agrícolas, constitución de existencias públicas y prohibiciones y restricciones a las exportaciones, no sólo limitan la oferta mundial de alimentos, sino que también provocan una serie de distorsiones al comercio que no benefician a ningún país.
 
Finalmente, Uruguay sostiene que para contribuir a la seguridad alimentaria mundial, los productores eficientes deberían tomar la responsabilidad de proveer alimentos de calidad y en cantidad suficiente para atender la demanda mundial, y los países importadores deberían asegurar mejores condiciones de acceso para estos mismos productos.
 
¿Qué iniciativas han sido implementadas de forma autónoma por los pequeños productores de alimentos, los trabajadores del mismo sector, las mujeres, los jóvenes, los pueblos indígenas y los grupos sociales? ¿Qué apoyo se ha prestado a estas iniciativas, y cuáles de ellas considera que tienen un impacto positivo a largo plazo?
 
Como fue desarrollado anteriormente, Uruguay otorga vital importancia a los sistemas alimentarios y es un contribuyente a la seguridad alimentaria mundial. Esta característica surge de su propia naturaleza como país agropecuario, por lo que varias iniciativas en esta materia se originan tanto en el Gobierno como desde el ámbito civil.
 
En ese sentido, es de destacar que los Planes Nacionales y las Estrategias adoptadas por Uruguay descriptos en la Hoja de Ruta Nacional fueron diseñadas bajo un proceso de consultas ciudadanas como mecanismo de plataforma de participación a fin de relevar la heterogeneidad de voces, principalmente de los sectores implicados.
 
A vía de ejemplo, el Plan Nacional de Género en las Políticas Agropecuarias de Uruguay lanzado en 2021 fue construido con participación ciudadana a través de 40 instancias de consulta tanto a nivel nacional como territorial y del sector rural, del agro y de la pesca. De ese modo, fue valorada una estrategia que cubriera los 23 subsectores identificados para velar por que las voces menos representadas pudieran ser incorporadas en el Plan Nacional.
 
Asimismo, el Plan Nacional para el Fomento de la producción con Bases Agroecológicas aprobado en diciembre de 2021 contó con un amplio proceso de consultas desarrollado en tres años y de reuniones de la Comisión Honoraria integrada por representantes de asociaciones de productores, redes de semillas, de huertas comunitarias y del sector público.
 
Por su parte, el Plan Nacional de Gestión de Residuos lanzado también en diciembre de 2021 contó un proceso de consulta pública para intercambiar con la sociedad civil sobre los lineamientos del Plan. De igual forma, para la elaboración del documento fueron organizados una serie de talleres con una participación de 700 personas  incluyendo organizaciones de la sociedad civil y estudiantes.
 
Por último, se puede señalar como otro ejemplo el Proyecto Ganadería y Clima llevado a cabo por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y el Ministerio de Ambiente, con el apoyo de FAO. El proyecto tuvo la participación de 60 establecimientos rurales pequeños y medianos, en donde 22 de las familias participantes contaban con dirección o codirección de mujeres. La riqueza del proyecto radica en que el resultado preliminar del proyecto se basa en los testeos y prácticas de Ganadería Climáticamente Inteligente realizados por los propios establecimientos rurales, garantizando de ese modo la participación activa de los productores y las productoras en el proceso de identificación de los problemas y alternativas de mejora.
